ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede
SÍNTESIS DEL CASO: El 17 de junio de 2000, el joven J. V. V. M. resultó injustificadamente lesionado por proyectiles de arma de fuego que fueron disparados por miembros del Ejército, cuando se desplazaba en un vehículo, en compañía de otras personas, sobre la vía Fortul-Saravena, en el municipio de Arauca. Las lesiones le produjeron pérdida de la capacidad laboral del 28.05%.
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO CAUSADO POR INTEGRANTES DE LA FUERZA PÚBLICA / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA / FACTOR OBJETIVO
La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en un proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda: $205 171 200, que fue la pretensión por el perjuicio material sufrido por el señor J. V., supera la exigida para el efecto por aquella norma.
FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1988
ALCANCE DEL RECURSO DE APELACIÓN / LÍMITES DEL RECURSO DE APELACIÓN / LÍMITES DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DEL JUEZ DE SEGUNDA INSTANCIA
La Sala conocerá sin límites de la controversia, en consideración a que la sentencia proferida por el Tribunal a quo fue apelada por ambas partes. En efecto: la Sala Plena de la Corporación definió el alcance del recurso de apelación de las sentencias, a partir de la interpretación que hizo del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil , y acogió la tesis conforme a la cual la competencia del juez ad quem está limitada a los aspectos que señale el recurrente. NOTA DE RELATORÍA: Referente al alcance del recurso de apelación, consultar sentencia de 9 de febrero de 2012, Exp. 50001-23-31-000-1997-06093-01(21060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 357
PROBLEMA JURÍDICO: Deberá resolver la Sala si las lesiones sufridas por el señor J. V. son imputables a la entidad demandada, por haberle disparado sin justificación; o si lo son a la propia víctima por contravenir el Decreto 1251 de 10 de junio de 1999, que restringía la locomoción por vía terrestre o fluvial entre las 18:00 y las 06:00 a.m., en todos los municipios de Arauca; o si la responsabilidad recae sólo en el tercero: el conductor del vehículo en el que aquél se desplazaba, por desatender la señal de pare que presuntamente le hicieran los miembros del Ejército, con el fin de evitar que los ocupantes del mismo resultaran lesionados en el enfrentamiento armados que éstos sostenían con desconocidos. En caso de concluir que los daños son imputables a la Nación-Ministerio de Defensa, se procederá a revisar las condenas impuestas en primera instancia, con el fin de establecer si éstas afectan o no el patrimonio de la entidad pública y a continuación se analizaran las razones expuestas por la parte demandante, para solicitar el reconocimiento de las demás pretensiones que formuló en la demanda, o el incremento de las condenas deducidas a su favor por el a quo.
FUENTE FORMAL: DECRETO 1251 DE 1999
ACREDITACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / DAÑO OCASIONADO POR AGENTE ESTATAL EN SERVICIO / DAÑO OCASIONADO POR MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA / LESIONES PERSONALES AL CIVIL / PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL

De conformidad con los hechos probados, la Sala tiene por demostrado el daño invocado por la parte actora, esto es, las lesiones padecidas por el señor J. V. V. M., que le generaron la pérdida de la capacidad laboral del 28.05%. Las pruebas que obran en el expediente permiten inferir que ese daño fue causado por miembros del Ejército, cuando adelantaban un operativo militar.
DAÑO CAUSADO CON ARMAS DE DOTACIÓN OFICIAL / RÉGIMEN OBJETIVO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR USO DE ARMA DE DOTACIÓN OFICIAL / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO - Probada / EXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR USO DE ARMA DE DOTACIÓN OFICIAL / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS IMPUTABLE A LA FUERZA PÚBLICA
Toda vez que las lesiones sufridas por el señor J. V. fueron causadas con arma de fuego de dotación oficial, resulta, en principio, aplicable el criterio objetivo de imputación por riesgo excepcional, propio de las actividades riesgosas. No obstante, en razón de las circunstancias en las cuales se produjeron esos daños, hay lugar a concluir que en este caso se incurrió en falla del servicio, dado que el Ejército Nacional hizo del demandante víctima del conflicto armado, contraviniendo las normas del derecho internacional de los derechos humanos y, por lo tanto, la responsabilidad habrá de atribuirse a la Nación-Ministerio de Defensa bajo ese título.
CONCEPTO DE DAÑO MORAL / PADECIMIENTOS QUE SUFRE LA PERSONA CON OCASIÓN DEL DAÑO / CONFIGURACIÓN DEL DAÑO MORAL / DAÑO AUTÓNOMO / DAÑO CIERTO / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL 
Ha reiterado la Sala que cuando se hace referencia al daño moral, se alude al generado en “el plano psíquico interno del individuo, reflejado en los dolores o padecimientos sufridos a consecuencia de la lesión a un bien”. Este daño tiene existencia autónoma y se configura una vez satisfechos los criterios generales del daño: que sea particular, determinado o determinable, cierto, no eventual y que tenga relación con un bien jurídicamente tutelado. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 10 de julio de 2003, Exp. 14083, C.P. María Elena Giraldo Gómez.
NATURALEZA DEL PERJUICIO MORAL / FACULTADES DEL JUEZ ADMINISTRATIVO / FACTORES DE DETERMINACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / CUANTIFICACIÓN DEL DAÑO MORAL / MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE EQUIDAD / TOPE DE LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL
En consideración a la naturaleza de ese daño, es el juez administrativo, quien de manera discrecional debe determinar el monto de la indemnización a reconocer, facultad que está regida por las siguientes reglas: (i) esa indemnización se hace a título de compensación y no de restitución, ni de reparación; (ii) debe darse aplicación al principio de equidad, previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; (iii) su cuantificación debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso respecto del perjuicio y su intensidad, y (iv) ésta deber de estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para efectos de garantizar el principio de igualdad. Dado que el monto de la indemnización por el perjuicio moral depende de la intensidad del daño, ha señalado la Sala que cuando éste se produce en su mayor grado, como en el caso de la muerte de uno de los parientes más cercanos (padres, hijos) o del cónyuge o compañero, deben reconocerse al afectado 100 s.m.l.m.v a la fecha de la sentencia. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 8 de marzo de 2007, Exp. 15459, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y sentencia de 10 de agosto de 2005, Exp. 16205, C.P. María Elena Giraldo Gómez.
FUENTE FORMAL: LEY 446 DE 1998 - ARTÍCULO 16
DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN / DAÑO A LA SALUD / CONCEPTO DE DAÑO A LA SALUD

[E]se daño se denomina hoy “daño a la salud”, y fue definido en providencia dictada por la Sala Plena de la Sección, como aquél que comprende la afectación de la integridad psicofísica de las personas y cubre tanto la indemnización por la alteración de la unidad corporal, como las consecuencias que se derivan de esa modificación. NOTA DE RELATORÍA: Referente a la noción de daño a la salud, consultar sentencia de 14 de septiembre de 2011, Exp. 19031, C.P. Enrique Gil Botero.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH (E)
Bogotá D. C., veintinueve (29) de agosto de dos mil doce (2012)

Radicación número: 07001-23-31-000-2001-01323-01(25039)
Actor: JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por ambas partes en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, el 27 de febrero de 2003, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será modificada.  

SÍNTESIS DEL CASO

El 17 de junio de 2000, el joven José Villane Villegas Maceas resultó injustificadamente lesionado por proyectiles de arma de fuego que fueron disparados por miembros del Ejército, cuando se desplazaba en un vehículo, en compañía de otras personas, sobre la vía Fortul-Saravena, en el municipio de Arauca. Las lesiones le produjeron pérdida de la capacidad laboral del 28.05%. 

ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. Mediante escrito presentado el 28 de febrero de 2001, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, los señores José Villane Villegas Maceas y Victoria Maceas Madobino presentaron demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, con el fin de que se declarara a la entidad patrimonialmente responsable de los perjuicios que sufrieron como consecuencia de las lesiones padecidas por el primero de los demandantes, en hechos ocurridos el 17 de junio de 2000, en el departamento de Arauca (f. 3-17 c-1). 

2. A título de indemnización, se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: 

A JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS el valor de los perjuicios morales que sufrió y sufre, con motivo de las graves lesiones personales que padece, en equivalente a dos mil (2 000) gramos de oro fino, que se deberán cubrir con el precio nacional del metal certificado por el Banco de la República para la fecha de ejecutoria de la sentencia.

A su madre VICTORIA MACEAS el valor de los perjuicios morales que sufrió y sufre, con motivo de las graves lesiones personales que padece su hijo JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS, en equivalente a mil (1 000) gramos de oro fino…

A JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS el valor de los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) que sufrió y sufre con motivo de las graves lesiones personales que padece y la disminución de la capacidad laboral que experimenta, como quiera que su sustento lo obtenía de su fuerza física, equivalente a doscientos cinco millones ciento setenta y un mil doscientos pesos ($205 171 200), suma ésta que deberá ser actualizada en la respectiva sentencia.

A JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS el valor de los perjuicios fisiológicos que padece consistentes en la privación de ciertas actividades físicas vitales que le hacían agradable su existencia y que hoy están truncadas por las lesiones que padece (defectos físicos)…, equivalente a la suma de tres mil (3 000) gramos oro…

3. Como fundamento fáctico de sus pretensiones, los demandantes manifestaron que el 17 de junio de 2000, en horas de la noche, el joven José Villane Villegas Maceas, acompañado de otras personas, se desplazaba en el vehículo marca toyota, de placa DUA-989, en la vía Fortul-Saravena, del departamento de Arauca, de regreso de una fiesta a la que había asistido en aquél municipio. Al llegar al punto conocido como “Campo Alegre” observaron un grupo de hombres, miembros de las fuerzas militares, que aparentemente realizaban un retén, pero sin señalización alguna, por lo cual el conductor redujo la velocidad y sin que mediara voz de alto, ni orden de requisa, fueron atacados con armas de fuego de dotación oficial, hecho en el cual resultó gravemente lesionado el joven Villegas Maceas, en la pierna derecha, por lo cual fue sometido a un prolongado tratamiento médico, que no impedirá que quede con una secuela irreversible y que además, le ha generado perturbación sicológica. 

4. Se señaló en la demanda que las lesiones sufridas por el joven José Villane Villegas Maceas son imputables a la Nación-Ministerio de Defensa, porque se produjeron como consecuencia de las actuaciones arbitrarias de los militares, quienes en lugar de cumplir con el procedimiento preventivo de rigor y el mandato constitucional, vulneraron derecho a la integridad personal de la víctima. 

II. Trámite procesal

5. El Ministerio de Defensa presentó escrito de contestación de la demanda, en el que se opuso a las pretensiones, con fundamento en que: (i) no le constaban los hechos; que correspondía a los demandantes acreditar el nexo causal entre el hecho y el daño, para obtener la declaratoria de responsabilidad del Estado; (ii) se trató de un retén militar realizado por el Ejército, que adelantó los procedimientos indicados para esa clase de operativos; que lo que ocurría con frecuencia en esos retenes, era que las personas se pasan sin atender los requerimientos de la fuerza pública, porque trataban de ocultar algo, y (iii) debe estudiarse el grado de participación de las personas que venían en el vehículo en el cual se produjo el accidente, porque se podría presentar una compensación de culpas (f. 150-153 c-1). 

6. En la sentencia objeto de este recurso, dictada por el Tribunal Administrativo del Cauca, el 24 de octubre de 2002, se decidió: 
PRIMERO: Declarar a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional administrativamente responsable por las lesiones sufridas por JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS, a raíz de los hechos ocurridos el 17 de junio de 2000, cuando una patrulla del Ejército Nacional disparó contra el vehículo en el cual se movilizaba el actor, en la vía que conduce de Fortul a Saravena, departamento de Arauca.

SEGUNDO: Como consecuencia de la declaración anterior, CONDÉNASE a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL a pagar, por concepto de PERJUICIOS MORALES las cantidades en salario mínimo legal mensual vigente que a continuación se indican, y a las personas que se relacionan así:

A VICTORIA MACEAS MADOBINO (madre de la víctima), el valor de 28 salarios mínimos legales mensuales.

A JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS (víctima) el valor de 28 salarios mínimos legales mensuales.

TERCERO: CONDÉNASE a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL a pagar a JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS (víctima), por concepto de PERJUICIOS MATERIALES en la modalidad de daño emergente y lucro cesante la suma de TREINTA Y UN MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL CIENTO TREINTA Y SIETE PESOS ($31 787 137), conforme a lo expuesto en la parte motiva.

CUARTO: CONDÉNASE a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA (sic) NACIONAL a pagar a JOSÉ VILLANE VILLEGAS MACEAS (víctima), por concepto de DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN la cantidad de VEINTICINCO (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

QUINTO: Denegar las demás pretensiones de la demanda (f. 203-234 c-1). 

7. Consideró el Tribunal que el comportamiento asumido por los militares resultaba demostrativo de una falla del servicio, porque en la misión que se les encomendó no se tomaron las medidas tendientes a salvaguardar la integridad física de las personas, dado que el Ejército procedió a accionar sus armas en contra de quienes ocupaban la motocicleta y el vehículo, dejando como resultado 9 personas heridas.

8. Aclaró que no se desconocía que el hecho ocurrió en zona rural, afectada por la presencia de subversivos, que constantemente atacaban las unidades militares y a la población civil y que además, estaba restringida la locomoción de personas y vehículos por vía terrestre y fluvial entre las 18:00 y las 6:00, del día siguiente, pero que tales circunstancias no otorgaban patente de corso para disparar indiscriminadamente contra la población, de manera atropellada y sin fórmula de juicio; que si los particulares estaban desconociendo una prohibición legal, se les debieron imponer las sanciones policivas del caso, pero que su conducta no facultaba a los miembros del Ejército para dispararles, porque éstos no los estaban atacando. 

9. Condenó al pago de las indemnizaciones antes señaladas, pero negó la reparación por el daño emergente, con fundamento en que con respecto a este perjuicio no hubo petición específica de la parte actora.   

10. De manera oportuna ambas partes interpusieron recurso de apelación contra la sentencia. 

10.1. La entidad demandada solicitó que se revocara el fallo y, en su lugar, se negaran las pretensiones de la demanda. Adujo que: (i) es obligación del demandante acreditar los hechos que comprometen la responsabilidad estatal, en los términos del artículo 90 de la Constitución, pero en el caso concreto no se demostraron los elementos constitutivos de la falla del servicio, que era el régimen bajo el cual debían ser decididas las pretensiones dirigidas en contra de la Nación, y (ii) no se acreditaron los perjuicios materiales y morales aducidos por los demandantes, los cuales no se presumen (f. 238-239 c-1). 

10.2. La inconformidad de la parte demandante se refirió a: (i) la negativa de reconocer la indemnización por el daño emergente. Se afirmó que, contrario a lo que se dijo en la sentencia, esa reparación sí fue solicitada en la demanda y se concretó en los gastos médicos, quirúrgicos y farmacéuticos que debieron sufragarse para el tratamiento médico al cual fue sometido el señor José Villane, los cuales fueron acreditados mediante prueba documental; (ii) se solicitó que se incrementara la indemnización por el perjuicio moral a favor de ambos demandantes a 1 000 gramos oro y por el daño fisiológico reconocido a favor del señor José Villane a 3 000 gramos oro, porque lo concedido en la sentencia no se compadece con el daño que sufrieron, y (iii) solicitó que se verificara la fórmula que fue aplicada por el Tribunal para la liquidación del lucro cesante, porque la misma no es clara en su descripción, en sus conceptos y argumentos (f. 251-254 c-1).

11. La entidad demandada presentó alegatos de conclusión ante esta instancia. Manifestó que el daño ocurrió por culpa exclusiva de la víctima, quien, contraviniendo lo dispuesto en el Decreto presidencial 1251 de 10 de julio de 1999, que restringía la locomoción de personas y vehículos por vía terrestre o fluvial, entre las 18:00 y las 6:00 horas de cada día, se desplazó por razones que no fueron constitutivas de fuerza mayor, sino por la salida a esa hora de una “miniteca” y la ingesta de licor. Agregó que la demanda no debió dirigirse en contra del Ministerio de Defensa, porque los miembros del Ejército se limitaron a cumplir con su deber, sino en contra del tercero, el conductor del vehículo, que fue el contraventor de la prohibición antes señalada (f. 259-261 c-1).

CONSIDERACIONES 

I. La competencia   

12.1. La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en un proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda: $205 171 200, que fue la pretensión por el perjuicio material sufrido por el señor José Villane, supera la exigida para el efecto por aquella norma
.

12.2. La Sala conocerá sin límites de la controversia, en consideración a que la sentencia proferida por el Tribunal a quo fue apelada por ambas partes. En efecto: la Sala Plena de la Corporación definió el alcance del recurso de apelación de las sentencias, a partir de la interpretación que hizo del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil
, y acogió la tesis conforme a la cual la competencia del juez ad quem está limitada a los aspectos que señale el recurrente. Se consideró que de la premisa: “la apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante”, no se sigue, tal como lo señaló la Corte Suprema de Justicia
, “una autorización al juez de segundo grado para hacer el escrutinio y ad nutum determinar libremente ‘qué es lo desfavorable al recurrente’, pues a renglón seguido, la norma establece una segunda prohibición complementaria, según la cual ‘no podrá el ad quem enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso”
. Ahora bien, cuando ambas partes recurren la sentencia, “el superior resolverá sin limitación”, según lo dispone la última parte del inciso primero del mismo artículo 357 del Código de Procedimiento Civil.

II. Validez de los medios probatorios

13. En relación con los hechos de que trata el proceso obran las pruebas documentales aportadas por las partes dentro de las oportunidades procesales correspondientes; los testimonios recibidos por el a quo; las pruebas testimoniales y documentales trasladas de la investigación penal que adelantó el Juzgado 47 Penal Militar, las cuales fueron remitidas al Tribunal con oficio suscrito por el secretario de ese despacho (cuaderno de pruebas 3) y pueden ser valoradas en este proceso porque fueron practicadas por la entidad demandada y su traslado fue solicitado por la parte demandante; las providencias dictadas en el mismo proceso porque constituyen en éste prueba documental, y las providencias que obran en la investigación disciplinaria que adelantó la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, las cuales fueron expedidas por la secretaria de ese despacho (f. 226-286 c-2)
. 

III. Hechos probados

14. Con base en los medios de prueba antes señalados, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas relevantes: 

14.1. El 17 de junio de 2000, el señor José Villane Villegas Maceas sufrió lesiones en la pierna derecha, producidas por arma de fuego, por lo cual fue llevado al Hospital Erasmo Meoz de Cúcuta ESE, donde se le brindó tratamiento médico, quirúrgico y hospitalario, tal como consta en la copia de la historia clínica, que fue remitida al a quo por el coordinador de la sección de información de ese centro asistencial (f. 45-88 c-2). En dicha historia se hizo el siguiente resumen de la atención que le fue brindada: “paciente remitido de Arauca, con IDx de Fx conminuta abierta GIII de fémur der., se deja hospitalizado para limpieza Qx, más colocación tutor externo. Se somete a Cx el 30-06-00, con evolución satisfactoria, más tratamiento médico. Intrahospitalariamente sobreinfección de Hx Qx. Se inicia tratamiento médico más curaciones, con evolución buena”. 
14.2. Esas lesiones le produjeron al señor José Villane una pérdida de la capacidad laboral del 28.05%, según el dictamen pericial rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Arauca, que tuvo en cuenta los siguientes criterios: deficiencia: 11.50%; discapacidad: 6.80% y minusvalía: 9.75% (f. 120 c-2).  

14.3. La señora Victoria Maceas acreditó ser la madre del lesionado, porque así consta en la copia del certificado del registro civil del nacimiento de éste (f. 18 c-1). La prueba del parentesco entre el lesionado y la señora Victoria Maceas y la aplicación de las reglas de la experiencia, permiten inferir el dolor moral que la demandante sufrió como consecuencia de las lesiones padecidas por su hijo.  

14.4. Antes de sufrir esa lesión, el señor José Villane desempeñaba labores de agricultura, según lo declararon: la joven  Gladys Albarracín Parra, quien afirmó que ese hecho le constaba por la relación sentimental que tenía con el demandante, de quien estaba esperando un hijo (f. 196-197 c-2); los señores Misael Guerrero Pabón y Ernestina Durán Cáceres, quienes aseguraron que el lesionado trabajaba en la finca de su propiedad, ubicada en el municipio de Saravena, pero que éste no ha podido reintegrarse a sus actividades por la lesión que sufrió en la pierna (f. 192-195 c-2), y la señora Nancy Hernández Cañizares, tía del lesionado, quien afirmó que éste laboraba en el campo (f. 198-199 c-2). 
IV. Problema jurídico

15. Deberá resolver la Sala si las lesiones sufridas por el señor José Villane son imputables a la entidad demandada, por haberle disparado sin justificación; o si lo son a la propia víctima por contravenir el Decreto 1251 de 10 de junio de 1999, que restringía la locomoción por vía terrestre o fluvial entre las 18:00 y las 06:00 a.m., en todos los municipios de Arauca; o si la responsabilidad recae sólo en el tercero: el conductor del vehículo en el que aquél se desplazaba, por desatender la señal de pare que presuntamente le hicieran los miembros del Ejército, con el fin de evitar que los ocupantes del mismo resultaran lesionados en el enfrentamiento armados que éstos sostenían con desconocidos.  

16. En caso de concluir que los daños son imputables a la Nación-Ministerio de Defensa, se procederá a revisar las condenas impuestas en primera instancia, con el fin de establecer si éstas afectan o no el patrimonio de la entidad pública y a continuación se analizaran las razones expuestas por la parte demandante, para solicitar el reconocimiento de las demás pretensiones que formuló en la demanda, o el incremento de las condenas deducidas a su favor por el a quo. 

V. Análisis de la Sala 

17. De conformidad con los hechos probados, la Sala tiene por demostrado el daño invocado por la parte actora, esto es, las lesiones padecidas por el señor José Villane Villegas Maceas, que le generaron la pérdida de la capacidad laboral del 28.05%. 
18. Las pruebas que obran en el expediente permiten inferir que ese daño fue causado por miembros del Ejército, cuando adelantaban un operativo militar. En efecto:  

18.1. De acuerdo con el informe rendido el 19 de junio de 2000 por el comandante del grupo escuadrón E, al comandante del grupo de caballería mecanizado Rebeiz Pizarro del Ejército Nacional, el señor José Villane y los demás ocupantes del vehículo en el cual viajaba éste, resultaron lesionados por proyectiles de armas de fuego, por haber desatendido la orden de pare que les hicieran los militares, con el fin de evitar que avanzaran hasta el lugar donde éstos sostenían una confrontación armada con personas desconocidas (f. 39-41 c-2):

22:00 17 de junio 2000 horas, se inicia desplazamiento desde las instalaciones del grupo REBEIZ PIZARRO, saliendo las contraguerrillas por la servidumbre, pasando por Petrobras, efectuando infiltración y registro hasta llegar a 100 metros de la carretera que conduce de Saravena a Fortul, a la altura de la cabecera de la vereda Campo Alegre.

01:00 18 junio 2000, estando en desplazamiento la patrulla, a un lado de la vía, se observa venir una moto por la carretera, situación evidentemente irregular en razón a que rige en el departamento de ARAUCA la restricción de tránsito vehicular, entre las 18:00 y las 06:00 horas, ante esta situación de alerta, se le da la orden al slv. LAGOS ANAYA ROBERTO, quien se encontraba de puntero, a que le hiciera la correspondiente señal de alto, con el fin de identificar a los ocupantes. Estos desconocieron la señal y aceleraron la moto, ante lo cual el soldado mencionado efectuó dos disparos al aire, a fin de que la moto detuviera su marcha, en ese preciso instante se escucharon disparos de pistola del potrero del otro lado de la carretera, por lo cual el personal se alertó y dispararon a las llantas, pues se pensó que los ocupantes de la moto eran los que estaban disparando contra la tropa. A los dos minutos aproximadamente venía por la carretera y en la misma dirección que la moto, una camioneta Toyota azul, tipo platón, por lo cual se le ordena nuevamente al slv. LAGOS que saliera a la carretera y la hiciera la orden de pare, para impedir que entrara en el fuego cruzado que continuaba con sujetos que desde el otro lado de la carretera continuaba hostigando a la tropa, pero el conductor del carro hizo caso omiso, entrando al fuego cruzado, resultando heridas 09 personas. 

18.2. En respuesta al oficio del a quo, el comandante del mismo grupo manifestó que el escuadrón E había salido del batallón, el 17 de junio de 2000, con el fin de realizar “una infiltración” hacia la vereda La Copa y avanzaba por la margen izquierda de la vía Saravena-Fortul; que a las 01:00 a.m. del 18 de junio, la tropa fue atacada desde el otro lado de la carretera y que ésta había reaccionado; que en el fuego cruzado entraron una motocicleta, en la cual viajaban dos personas y un vehículo, en el que se transportaban varias, entre ellas, el demandante (f. 33 c-2). 

18.3. Ante el Juzgado 124 de Instrucción Penal Militar declaró el soldado voluntario Roberto Lagos Anaya, quien aseguró que iba de puntero en el desplazamiento del grupo que avanzaba sobre la vía Fortul-Saravena; que fue él quien ordenó al conductor de la motocicleta que se detuviera, pero que como éste había hecho caso omiso, él hizo dos disparos al aire; que en ese momento fueron atacados con armas de fuego desde el otro lado de la vía; que algunos integrantes del Ejército dispararon contra la motocicleta creyendo que eran sus ocupantes quienes los atacaban y que tampoco el conductor del vehículo (en el cual viajaba el señor José Villane) atendió la orden de pare que él mismo le había hecho, por lo cual ingresaron al sitio de la confrontación armada, resultando todos sus ocupantes lesionados con armas de fuego (f. 81-83 c-3):

 …teníamos que cruzar la vía, en ese sector alrededor de la vía se encuentran unas casas…; observé que apagaron las luces; para que no fuéramos detectados, tratamos de no pasar tan cerca de las casas y nos orillamos bien a la carretera…; como yo era el puntero observé que venía una moto, entonces mandé alto la patrulla, todos nos tendimos, en el momento pedí autorización al cabo VIVEROS para parar la moto, cuando le salí a la carretera, yo me hice en la mitad de la carretera, con una mano sostenía el fusil y con la otra hacía señales de que parara y le gritaba que parara, los manes pasaron muy cerca de mi, por ahí a un metro, y siguieron de largo…, entonces como seguían avanzando y no querían parar, hice dos disparos a ver si escuchando los disparos paraban, pero ellos aceleraron; en el momento en que yo hice los disparos, por detrás de la casa me dispararon tiros de pistola, porque sonaba pasito, además, por el mismo lado que nos disparaban, como a 100 metros, hay una mata de monte espesa y desde allí también disparaban a la patrulla…; los soldados que estaban cerrando la patrulla creyeron que eran los de la moto los que estaban disparando y abrieron fuego…; yo me devolví para la zanja de la carretera y mi teniente AMOR empezó a llamarme la atención por haber disparado…; estábamos discutiendo cuando vi luces en la carretera que venían.., yo salí con cuidado, en una mano tenía el fusil y en la otra el poncho camuflado, salí a la orilla de la carretera y empecé a batir el poncho, cuando el carro estaba llegando a donde yo estaba, otra vez dispararon del otro lado de la vía…, entonces el intercambio de disparos siguió y el carro seguía andando y aceleró, tal vez para escapar y siguió como 50 metros y tiró el carro hacia la parte izquierda de la vía; transcurrieron como diez minutos y ya no se escuchaban disparos  del otro lado, entonces salimos a ver qué había pasado…

18.4. El teniente Jorge Alberto Amor Torres, quien iba dirigiendo el desplazamiento narró en términos similares lo sucedido, pero agregó que por la velocidad que llevaba el vehículo y las condiciones en las que salió el soldado Lagos Anaya a ordenarles que se detuvieran, aquéllos no alcanzaron a verlo (fl. 93-97 c-2):

…cuando la patrulla iba al lado izquierdo de la carretera y por una zanja, de pronto el SLV LAGOS que iba de puntero vio que se acercaba una moto, se hizo alto a la patrulla y se le dijo que saliera a hacerle el respectivo pare para poder identificar a las personas y preguntarles por qué transitaban a esa hora, fue cuando el soldado salió y le hizo señal de pare, inclusive les gritó que pararan…, pero éstos siguieron, fue cuando el soldado hizo dos tiros al aire para que escucharan y pararan y en esos momentos, del otro lado de la carretera se escucharon tiros de pistola, entonces, los soldados que estaban más distantes se alertaron y pensando que los de la moto eran los que estaban disparando contra los miembros de la patrulla que estaba adelante hicieron fuego a las llantas de la moto…, y como a los tres minutos venía una camioneta Toyota de color azul…, pero como aún se continuaba con el intercambio de disparos, se le ordenó al SLV LAGOS que saliera a un lado de la carretera y le hiciera el pare para que no entrara en medio del fuego cruzado, pero ésta como venía rápido, como a una velocidad de 90 km y por estar lloviendo y como el soldado salió a un lado, dando poca silueta, porque lo podían alinear del otro lado de la carretera, los del carro no lo alcanzaron a ver, entrando en el fuego cruzado…

18.5. Al proceso penal fueron llamados como testigos los demás militares que adelantaban el operativo, algunos de los cuales, inclusive, aseguraron que no había alcanzado a conocer las circunstancias que dieron lugar a las lesiones sufridas por el demandante. Por su parte, los soldados voluntarios Fernando Andrés Fandiño Jiménez, John Jairo González Becerra, Luis Fabio Mayorga Chala, Edgar Hernán Muñoz Méndez, José Alfonso Najar Mora, John Jairo Guzmán, Juan Carlos León, Juan Guillermo Montoya Cardona, John Jairo Espinosa Barreto, Juan Pablo López Velosa, Wilson Jiménez, Fredy Alexander Lozano y Ricardo León Jiménez Hernández; los cabos Hugo Junior Sosa Alvarado, Fredy Alberto Carreño, Carlos Elías Sánchez Tique y Jhonis Mercado Morales, y los sargentos Mauricio Quilindo Sarasti, Domingo Eloy Tirado Pérez y Carlos Alberto Castaño Patiño narraron los hechos que alcanzaron a percibir (f. 81-92, 139-157, 171-173, 202-223 y 234-251 c-3). Varios de ellos aseguraron que tanto la motocicleta como el vehículo ingresaron a la vía cuando se estaba adelantando el fuego cruzado, en tanto que otros afirmaron que quien primero disparó fue el soldado voluntario Lagos y que por esa razón ellos dispararon contra la motocicleta y que luego el vehículo entró en el fuego cruzado. 

18.6. Diferente fue la versión rendida por los testigos llamados a este proceso. Ante el a quo declararon los señores Martha Cecilia Velasco Colmenares y Yebrail Gutiérrez Gutiérrez quienes aseguraron que la noche de los hechos estuvieron en la vereda Caño Seco, en una fiesta; que al regresar para Saravena en la camioneta conducida por el segundo y en compañía de otras 7 personas fueron atacados con proyectiles de armas de fuego; que el carro se volcó y que todos ellos resultaron heridos; que en la vía no se había instalado retén alguno; que quienes les dispararon eran miembros del Ejército y luego de esos hechos se acercaron donde ellos estaban y al darse cuenta que eran civiles se asustaron y llamaron a una ambulancia, que les prestó asistencia (f. 23-25 y 189-191, c-2). El segundo de los testigos nombrados relató así lo sucedido: 
…en la vía no había ninguna señalización de retén, ni en ningún momento salieron a hacernos el pare. Cuando me di cuenta fue cuando me desbarataron el parabrisas de un tiro, que me cayeron los vidrios en la cara y en ese momento fue cuando yo frené el carro y se me fue hacia la caída de la bancada de la carretera y se me ladió (sic), quedó acostado y en ese momento yo apagué el carro y fue cuando escuché que era plomo lo que nos estaban dando, y unos muchachos que venían atrás del carro, en el platón, gritaban que no nos dispararan que éramos civiles y ahí fue cuando ellos se nos acercaron y nos ayudaron a prestar los primeros auxilios a los heridos…En ese momento que el Ejército llegó al lado de nosotros, nos dijeron que delante de nosotros venía una moto y que también a ellos les habían dado plomo… 

18.7. En términos similares declararon ante el Juez 124 de Instrucción Penal Militar, los señores Claudemar Mora Pabón, Jorge Enrique Salazar Ramírez, Martha Cecilia Velasco Colmenares, Joselides Báez Báez, Bertulfo Velasco, Manuel Suárez Ruíz y Fredy Murcia Pabón, Sandra Patricia Moyano Rendón, María Delia Moyano Rendón y Ciro Alfonso Guerrero Jaimes, quienes se desplazaban en el vehículo, en compañía de José Villane, y Alfonso Rodríguez Vargas y Gerardo Chacón Rodríguez, quienes viajaban en la motocicleta. Todos ellos aseguraron que el Ejército no les dio orden de pare alguna, sino que de manera intempestiva les dispararon; que al verlos heridos, los soldados pidieron una ambulancia para transportarlos y decían que los milicianos les habían disparado (f. 22-30 y 104-113 y 224-233 c-3).

19. Como se aprecia, existen dos versiones sobre los hechos: la de los militares, quienes aseguraron que los ocupantes del vehículo hicieron caso omiso de la señal de pare y entraron en el fuego cruzado que aquéllos sostenían contra terceros que les disparaban desde la otra orilla de la carretera, y la de las víctimas, quienes manifestaron que sólo en el momento de recibir los disparos se percataron de la situación; que no hubo ningún retén, ni señal de pare, ni enfrentamiento armado alguno.  

20. La Sala da crédito a la versión de los ocupantes del vehículo en tanto señalaron no haberse percatado de la señal de pare que presuntamente les hiciera el soldado Lagos. Este hecho aparece sustentado con las siguientes pruebas: (i) la misma afirmación del teniente Jorge Alberto Amor Torres, hecha en el proceso penal; (ii) las condiciones atmosféricas, que impedían la visibilidad. En el informe rendido por el comandante del grupo escuadrón E, al cual ya se hizo referencia, consta que momentos antes de los hechos “caía un torrencial aguacero” y según la versión de los militares en el proceso penal, en ese momento estaba oscuro y por esa razón el conductor del vehículo llevaba bajas las luces del carro; (iii) el elemento utilizado por el soldado Lagos para hacerle señales al conductor del vehículo. Él mismo afirmó que lo hizo “con un pocho”, mientras trataba de no ser visto para que no le dispararan; (iv) el hecho de que sólo salió a hacer el pare el soldado Lagos, mientras los demás militares permanecían extendidos sobre el piso, y (v) la verificación de que los militares no habían instalado retén alguno, sino que realizaban un desplazamiento hacia la vereda “La Copa”, tratando de permanecer ocultos. 

21. Conforme a lo anterior, el daño sufrido por el señor José Villane no es imputable al tercero: el conductor del vehículo, en tanto no es cierto que él no hubiera desatendido la señal de pare, que presuntamente le hizo el soldado Lagos con el fin de impedir que fueran alcanzados por las balas durante el enfrentamiento armado. Lo que se demostró en el expediente fue que por las condiciones del lugar y la manera como se hizo esa señal, la misma no pudo ser percibida por el señor Yebrail Gutiérrez Gutiérrez, conductor del vehículo, en el que viajaba el demandante. 

22. Al analizar en conjunto las pruebas antes relacionadas, la Sala llega a la conclusión de que el soldado Lagos Anaya, de manera imprudente, hizo dos disparos al aire, actuación que le censuró el teniente Amor Torres, como él mismo lo afirmó, y que ese hecho fue el que dio lugar a que los otros militares dispararan en contra de las personas que viajaban en la motocicleta, al interpretar de manera equivocada que ellos estaban atacando la tropa.

23. Más aún, no se demostró la existencia de enfrentamiento alguno entre los miembros del escuadrón del Ejército que realizaban el desplazamiento y terceras personas ubicadas al otro lado de la vía. A ese hecho sólo se refirieron el teniente Amor Torres y el soldado Lagos Anaya, responsables del operativo y autor material de los disparos que dieron origen a los hechos, respectivamente, y los demás militares simplemente repitieron esa versión. Pero, ésta no resulta verosímil, si se advierte que según todas las pruebas testimoniales antes señaladas, en el momento en que los militares se percataron de que los ocupantes del vehículo no los estaban atacando, se acercaron a ellos y les brindaron ayuda para su traslado al centro de salud más cercano, y ninguno de los militares volvió a referirse a la supuesta confrontación, lo cual lleva a la Sala a concluir que, en realidad, ésta no ocurrió. 

24. A juicio de la Sala, la Nación-Ministerio de Defensa es responsable de las lesiones sufridas por el señor José Villane por haberle disparado sin justificación. Esa conclusión se extrae de los hechos que se consideran probados conforme al análisis anterior y que básicamente se refieren a la falta de demostración de la existencia de confrontación armada entre miembros del Ejército y terceras personas y a la verificación de que: (i) los militares dispararon contra la motocicleta; (ii) el vehículo en el que viajaba el demandante se desplazaba sobre la misma vía a poca distancia y (iii) la supuesta confrontación terminó cuando los militares acudieron a prestar asistencia a las víctimas. Luego, para la Sala no queda duda de que los militares también dispararon contra el vehículo, en ese mismo momento, motivados por la imprudencia del soldado Lagos Anaya.   

25. La Sala comparte en estos términos, las conclusiones a las cuales llegó la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, en providencia de 23 de mayo de 2002, mediante la cual profirió auto de cargos en contra de los miembros de la escuadrón E del grupo Rebeiz Pizarro del Ejército, por considerar que éstos habían causado los daños a las víctimas, de manera culposa, al disparar contra la motocicleta y la camioneta, desconociendo el deber de cuidado que les era exigible (f. 228-233 c-2):  

Las declaraciones de las víctimas nos indican que las armas las accionaron directamente contra los vehículos…; relatos que para esta Sala merecen credibilidad, por cuanto son coincidentes y además, obtienen respaldo en otros medios de prueba allegados, como lo son las inspecciones realizadas en el lugar de los hechos a los vehículos que recibieron los impactos de los proyectiles; dejó constancia tanto la Personería Municipal, como el juzgado de Instrucción Penal Militar, en qué piezas hicieron blanco dichos proyectiles y es así que aparecen descritos todos los impactos por la parte lateral derecha y trasera, más no por el lado izquierdo.

Nos indica lo anterior que no existió ningún fuego cruzado en el que ingresaron dichos automotores, de ser cierta la versión, necesariamente tendrían que tener los vehículos huellas, rastros o vestigios que nos indicaran que para ese instante se estaban presentando disparos provenientes de ambos lados de la vía, estos es, de izquierda y derecha; pero ello no corresponde a la realidad. Se deduce así que la fuerza pública pretendió detenerlos y para ello no utilizaron señales ni voces de alto, sino las armas, disparándolas para lograr su objetivo, y es por esa circunstancia que no presentan el vehículo y la motocicleta daños por efecto de proyectiles por el lado izquierdo, como sí por sus partes derecha y trasera. 

…

Es de anotar que de acuerdo con la descripción donde aparecen los impactos en los vehículos, llevan a esta delegada a concluir que la intención al dispararles era la de lograr que se detuvieran, pues los impactos fueron producidos en relación de la ubicación de las llantas; no obstante, les causaron lesiones a los ocupantes. 

Y es por esas consecuencias que para esta Procuraduría Delegada resulta irregular la conducta de quienes tenían los mandos de la patrulla. Debió tanto el comandante como los jefes de escuadra prever que al accionar las armas contra los vehículos podían causar, como mínimo, lesiones a sus ocupantes, lo que finalmente ocurrió, y algunas de ellas de suma gravedad…

26. Así las cosas, se advierte que el señor José Villane fue lesionado cuando se encontraban en estado de indefensión y con violación de las normas del derecho internacional humanitario, porque los militares dispararon en contra del vehículo en el que viajaba la víctima, por considerar de manera errada y sin justificación alguna, que éstos los estaban atacando, cuando no eran más que civiles inermes que regresaban a sus hogares, después de haber acudido a una fiesta. 
27. Como lo ha destacado la Sala en oportunidad anterior, el Derecho Internacional Humanitario incluye variadas normas sobre protección de bienes y personas de carácter civil, y de forma categórica prohíbe, en tiempos de guerra, cualquier acción que pueda tener consecuencias respecto de la vida e integridad de quienes no tienen participación en la confrontación: 

14.1.1. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que el Derecho Internacional Humanitario incluye variadas normas sobre protección de bienes y personas de carácter civil, y de forma categórica prohíbe, en tiempos de guerra, cualquier acción que pueda tener consecuencias respecto de la vida e integridad de quienes no tienen participación en la confrontación. Así lo dispone el artículo tercero común a los convenios de Ginebra de 1949, en especial el IV Convenio
, cuyo texto es el siguiente:

…

14.1.2. En el marco de un conflicto armado está prohibida cualquier acción militar deliberadamente dirigida contra personas o bienes civiles, así como cualquier conducta que plantee la posibilidad de obtener ventajas estratégicas a partir del amparo del que gozan las personas protegidas por el Derecho Internacional, entre ellas los civiles que no participan en una confrontación armada. Por tal razón, los estados partes estimaron necesario precisar y particularizar las reglas relativas a la protección de bienes y personas de carácter civil, en el marco de un conflicto armado interno, mediante el Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra de 1949
, en cuyo artículo 4º se dispuso:

…

14.1.3. Como se observa, las normas del Protocolo II que se viene comentando, aunque prohíben de forma expresa cualquier acción militar que pueda tener consecuencias perjudiciales para los bienes y personas civiles, resultan ser directrices muy generales respecto de los comportamientos que deben tener las partes en conflicto para no vulnerar esa prohibición, pues no establecen pautas y criterios concretos que deban tenerse en cuenta para establecer los casos en que los daños colaterales causados a personas no participantes en la contienda, conllevan una violación del Derecho Internacional Humanitario. 

14.1.4. Dichos parámetros concretos sí habían sido estipulados en el Protocolo I adicional a los convenios de Ginebra de 1949, en cuyo articulado se plasmaron las más importantes reglas relacionadas con la protección de la población civil en los conflictos armados de carácter internacional
, entre las cuales se cuentan las siguientes:

14.1.4.1. El artículo 35, que establece una prohibición general de todos aquellos métodos de acción militar que puedan causar males o sufrimientos mayores a las ventajas estratégicas que eventualmente se obtengan, lo que en el mismo sentido implica que las estrategias de acción militar deben estar planeadas de tal forma que, para la consecución de los fines bélicos, se utilicen medios e instrumentos que causen el menor daño posible, sea directo o colateral. Dispone la norma:

…

14.1.4.2. En el artículo 41, por su parte, se reafirma el principio general según el cual no pueden considerarse objetivos militares aquellas personas que se encuentran fuera de combate. Al respecto establece el numeral 1º ejusdem que “… ninguna persona podrá ser objeto de ataque cuando se reconozca o, atendidas las circunstancias, debe reconocerse que está fuera de combate…”, para lo cual se entiende que está “fuera de combate” cualquier persona que se encuentre en incapacidad  de defenderse. Se resalta en este punto que la norma aquí referida no sólo condiciona el amparo a la población civil a que la parte atacante tenga conocimiento del carácter del objetivo atacado, sino que además cobija aquellos casos en los que el agresor, ignorando el riesgo para los civiles, debía haber conocido tal condición, situación que también puede implicar una conducta contraria a las normas del Derecho Internacional Humanitario.

14.1.4.3. De otra parte, el artículo 48 establece la obligación de los contendores armados, de fijar una clara distinción entre los bienes y personas de interés militar, por un lado, y los objetos de interés meramente civil, por el otro, lo que a su vez conlleva a una obligación, también positivamente establecida en el Derecho Internacional Humanitario, de dirigir las acciones bélicas sólo respecto de aquellos objetivos que tengan un interés o valor en términos militares. Dispone la norma en cuestión:

…

14.1.4.4. En procura de clarificar el deber de distinción consagrado en la norma anterior, en el artículo 50 se establecen los parámetros que deben tenerse en cuenta para establecer y determinar que una persona es civil y, por lo tanto, protegida por el derecho internacional. Igualmente, se consagra el principio según el cual, cuando no se tenga certeza de si una persona es militar o civil, se presumirá que es no combatiente. Finalmente, se establece la regla que determina que cuando los actores del conflicto se mezclan con la población civil, esto no convierte a dicha población en participante de la confrontación armada. El texto del artículo 50 es el siguiente:

…

14.1.4.5. En el artículo 51 se prohíbe de forma explícita cualquier acción militar que pueda tener efectos adversos para la población civil, a la cual se le debe dispensar protección a través de todos los medios posibles. En especial, se proscriben de manera expresa los ataques que están dirigidos a objetos que no tengan una clara relevancia estratégica o cuyas consecuencias no se pueden preveer y que, por tales razones, tengan la posibilidad de causar daños a las personas o a los bienes de carácter civil, protegidos por el Derecho Internacional Humanitario. El tenor de esta norma es el que a continuación se cita:

…

14.1.4.6. Finalmente, ha de repararse en la previsión del artículo 57 del Protocolo, que regula los parámetros que deben tenerse en cuenta para el diseño de las estrategias y ataques militares, en aras de garantizar que las respectivas maniobras no tendrán efectos contraproducentes respecto de bienes o personas de carácter civil. Dentro de dichas normas, se establece que es obligación de los contendientes ejercer, en la medida de lo posible, todas las acciones que sean necesarias para asegurar que los objetivos atacados no son de carácter civil, o que los ataques no tendrán consecuencias frente a bienes o personas civiles. Consagra la norma:

…

14.1.5. Ahora bien, la Sala no pierde de vista que las normas anteriormente aludidas fueron estipuladas y diseñadas con miras a regular las acciones militares que se desarrollan en el marco de un conflicto armado de carácter internacional, razón por la que podría argumentarse que se trata de preceptos y principios que no se aplican respecto de hechos ocurridos en el marco de un conflicto armado interno, como ocurre en el caso que hoy se estudia.

14.1.5.1. No obstante, dicha cuestión ya ha sido abordada por los organismos internacionales de derechos humanos quienes, con base en la jurisprudencia de los organismos ad hoc constituidos para el juzgamiento de crímenes cometidos en el marco de conflictos armados no internacionales, han dejado establecido que los principios de Derecho Internacional Humanitario, positivizados para la regulación de conflictos internacionales –Protocolo I-.y se estudiaeención de la Sala ocupa la atencihan sido lamentadas en tiempos no muy lejanos del presentello de la guerra.er pa, son aplicables también a los conflictos internos. En este tema ha dicho la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

…

14.1.5.2. La misma cuestión fue analizada por la Corte Constitucional cuando analizó la exequibilidad del Protocolo II a los convenios de Ginebra de 1949, oportunidad en la que dejó sentado el criterio que a continuación se cita:

….

14.1.5.3. En ese orden de ideas, para la Sala no queda duda de que las normas y principios contenidos en el Protocolo I adicional a los convenios de Ginebra de 1949 son aplicables, en lo que sea compatible, a los casos de conflictos no internacionales, pues se trata de normas que hacen parte del ius cogens del derecho internacional
, válidas en el derecho colombiano por virtud de la remisión expresa que se hace por los artículos 93, 94 y 214 numeral 2º de la Constitución Política. Además, de acuerdo con la jurisprudencia internacional de derechos humanos, resultaría un absurdo entender que a las personas y bienes de carácter civil les asiste una entidad y protección menores cuando se trata de una guerra interna, en comparación a lo que ocurre cuando se trata de una contienda armada entre las naciones, toda vez que los daños que pueden sufrir ese tipo de intereses, no varían si se trata de un conflicto interno o de un conflicto internacional, de lo que se sigue la obligación de protegerlos indistintamente en una u otra eventualidad bélica
.

28. Toda vez que las lesiones sufridas por el señor José Villane fueron causadas con arma de fuego de dotación oficial, resulta, en principio, aplicable el criterio objetivo de imputación por riesgo excepcional, propio de las actividades riesgosas. No obstante, en razón de las circunstancias en las cuales se produjeron esos daños, hay lugar a concluir que en este caso se incurrió en falla del servicio, dado que el Ejército Nacional hizo del demandante víctima del conflicto armado, contraviniendo las normas del derecho internacional de los derechos humanos y, por lo tanto, la responsabilidad habrá de atribuirse a la Nación-Ministerio de Defensa bajo ese título. 

29. Ahora bien, está acreditado en el expediente que mediante Decreto 1251 de 10 de julio de 1999, el Presidente de la República había ordenado a los alcaldes de varios departamentos, entre ellos el de Arauca, “restringir la locomoción de personas y vehículos por vía terrestre o fluvial, desde y hasta sus municipios entre las 18:00 de cada día hasta las 6:00 horas del día siguiente”, con la finalidad de garantizar la seguridad pública, que estaba amenazada por los continuos ataques guerrilleros que se produjeron en esos días en esa región (f. 71-72 c-3).

30. También se demostró que la víctima y sus acompañantes conocían la restricción; sin embargo, la vulneración de la norma no fue la causa eficiente del daño. Ésta, como ya se señaló, no fue otra diferente a la imprudencia del soldado voluntario Lagos Anaya de hacer dos disparos al aire y la reacción apresurada de los demás soldados, quienes dispararon contra la motocicleta y el vehículo, sin tomar las precauciones mínimas para evitar la causación de daños a los civiles. El incumplimiento de la disposición por los particulares bien pudo motivar la imposición de las sanciones administrativas previstas en la ley, e inclusive, para garantizar su vida e integridad física, los militares pudieron obligar a los viajeros a detener la marcha, hasta la hora señalada en el Decreto, pero en manera alguna, la actuación del señor José Villane y de quienes viajaban con él justificó la reacción de los miembros del Ejército. 

IV. Liquidación de perjuicios

31. En consideración a que se confirmará la sentencia proferida por el Tribunal, en tanto declaró la responsabilidad patrimonial de la Nación-Ministerio de Defensa, se procederá seguidamente a revisar las condenas impuestas a favor de los demandantes y las razones expuestas por los mismos para solicitar que éstas sean incrementadas.  

32. En relación con los perjuicios morales, el a quo reconoció a favor de cada uno de los señores José Villane Villegas Maceas y Victoria Maceas Modobino una indemnización por veintiocho salarios mínimos legales mensuales vigentes. La parte demandante solicita que se incremente ese valor a 1 000 gramos de oro, teniendo en cuenta la gravedad de la lesión sufrida por el primero. 

32.1. Ha reiterado la Sala que cuando se hace referencia al daño moral, se alude al generado en “el plano psíquico interno del individuo, reflejado en los dolores o padecimientos sufridos a consecuencia de la lesión a un bien”
. Este daño tiene existencia autónoma y se configura una vez satisfechos los criterios generales del daño: que sea particular, determinado o determinable, cierto, no eventual y que tenga relación con un bien jurídicamente tutelado. 

32.3. En consideración a la naturaleza de ese daño, es el juez administrativo, quien de manera discrecional debe determinar el monto de la indemnización a reconocer, facultad que está regida por las siguientes reglas: (i) esa indemnización se hace a título de compensación y no de restitución, ni de reparación; (ii) debe darse aplicación al principio de equidad, previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; (iii) su cuantificación debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso respecto del perjuicio y su intensidad, y (iv) ésta deber de estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para efectos de garantizar el principio de igualdad
.

32.4. Dado que el monto de la indemnización por el perjuicio moral depende de la intensidad del daño, ha señalado la Sala que cuando éste se produce en su mayor grado, como en el caso de la muerte de uno de los parientes más cercanos (padres, hijos) o del cónyuge o compañero, deben reconocerse al afectado 100 s.m.l.m.v a la fecha de la sentencia
, lo cual “no significa que no pueda ser superior cuando se pide una mayor indemnización y se alega y demuestra una mayor intensidad en el padecimiento del daño moral”
. 

32.5. Por lo tanto, una indemnización de 28 s.m.l.m.v. a favor tanto del señor José Villane, como de su madre, por las lesiones padecidas por el primero, que le generaron una pérdida de la capacidad laboral del 28.05%, resulta proporcional al daño que éstos padecieron y por esa razón no se accederá a la solicitud del demandante, en el sentido de aumentar la condena impuesta en primera instancia. 

33. En cuanto a la indemnización reconocida por el a quo, a favor del señor José Villane, por el “daño a la vida de relación”, en cuantía de 25 s.m.l.m.v., la parte demandante solicita que se incremente, en el valor que tengan 3 000 gramos de oro a la fecha de la sentencia. 

33.1. Aclara la Sala, en primer término, que ese daño se denomina hoy “daño a la salud”, y fue definido en providencia dictada por la Sala Plena de la Sección
, como aquél que comprende la afectación de la integridad psicofísica de las personas y cubre tanto la indemnización por la alteración de la unidad corporal, como las consecuencias que se derivan de esa modificación:

…se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo.

33.2. Toda vez que el demandante no demostró que la alteración fisiológica que sufrió le hubiera causado daños mayores a aquellos que fueron tenidos en cuenta por el Tribunal para valorar la indemnización, esto es, las secuelas relacionadas por la Junta Médica Regional de Invalidez -deficiencia: 11.50%; discapacidad: 6.80% y minusvalía: 9.75%-, considera la Sala que la indemnización reconocida a su favor es proporcional al daño padecido y, por lo tanto, se mantendrá también en este aspecto la sentencia recurrida. 

34. En cuanto a los perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, considera la Sala que su reparación sí fue solicitada expresamente en la demanda y que aparece debidamente acreditada en el expediente. 

34.2. Con las pruebas susceptibles de valoración en este proceso, se acreditaron los pagos médicos, quirúrgicos y hospitalarios realizados por el señor José Villane Villegas Maceas, por $623 807 que suman los 35 recibos de caja, correspondientes a los valores cancelados por el paciente al Hospital Erasmo Meoz de Cúcuta, los cuales fueron remitidos al Tribunal por la coordinadora de facturación, admisión y caja de ese centro asistencial (f. 89-119 c-1).

34.3. Los valores que aparecen cancelados en esos recibos, entre el 21 de julio de 2000 y el 30 de abril de 2001, son los siguientes: $475 092; $2 420; $10 600; $1 500; 24 365; $1 500; $1 710; $1 500; $1 500; 19 350; $1 500; $1 910; 1 500; 1 500; $1 900; $1 500; $25 950; $1 500; $1 500; $6 700; $1 900; $1 500; $1 500; $1 650; $1 970; 1 650; $1 650; 2 090; $3 300; 1 650; $2 080; $2 420; $17 100. 

34.4. Por lo tanto, se reconocerá al demandante la suma acreditada, debidamente actualizada a la fecha de esta sentencia, conforme a la siguiente fórmula: 

Vp = Vh índice final       
              índice inicial




Donde:

-Vp: es el valor final de la indemnización. 

-Vh: corresponde al capital histórico, esto es, $623 807
-Índice final certificado por el DANE: corresponde al de la fecha de esta sentencia.

-Índice inicial: es el certificado por el DANE para la fecha en la que produjeron los hechos.
Vp = $623 807  111,32 (julio 2012)      

                          60.97 (junio 2000)



Vp= $1 138 957

35. Solicita la parte demandante que se aclare o verifique la fórmula que aplicó el Tribunal para la liquidación del lucro cesante, “puesto que no es clara en su descripción, en los conceptos y argumentos”, con lo cual, entiende la Sala que el demandante no cuestiona los factores que se tuvieron en cuenta para la liquidación, sino la fórmula mediante la cual se obtuvo el valor de la indemnización. 
35.1. Se advierte que las fórmulas que aplicó el a quo, si bien no quedaron consignadas en la sentencia, sí son las mismas que se han adoptado en la jurisprudencia para la liquidación del lucro cesante vencido y futuro. No obstante, se aprecia un error de cálculo que, si bien resulta desfavorable al recurrente, puede ser corregido, porque la Sala conoce sin límites de la sentencia de primera instancia, en razón a que ambas partes la apelaron (art. 3  C.P.C.). En efecto: 

35.2. Las fórmulas que utiliza la jurisprudencia para la liquidación del lucro cesante son las siguientes:

-Indemnización vencida o consolidada:

S= Ra (1 + i)n - 1
                   I

Donde:

S = Es la indemnización a obtener

Ra = Es la renta, que en caso de los asalariados corresponde al ingreso salarial mensual. En este caso el Tribunal tuvo en cuenta el salario que, de acuerdo con el testimonio del señor Misael Guerrero Pabón, le pagaba al demandante por las labores que éste desempeñaba en su finca, esto es, $450 000 (f. 192-193 c-2). De ese valor tomó el 28.05%, que, como antes se señaló, fue el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del señor Villegas Maceas, certificado por la Junta Regional de Invalidez de Arauca. 

i= Interés puro o técnico: 0.004867: es una constante. 

n= Número de meses que comprende el período de la indemnización: desde el día de ocurrencia del hecho (17 de junio de 2000), hasta la fecha de la sentencia (27 de febrero de 2003), esto es, 2 años, 8 meses y 10 días (32.32 meses).

-Indemnización futura: 

S = Ra (1 + i)n - 1
            i(1 + i)n
Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual: el mismo que se tuvo en cuenta para la liquidación del lucro cesante vencido: $126 225.

i= Interés puro o técnico: 0.004867: la misma constante. 

n= Número de meses que comprende el período indemnizable, que abarca la vida probable de la víctima, de acuerdo con las Tablas de Mortalidad certificadas por el DANE: 55.87 años (670.44 meses), menos el tiempo reconocido como indemnización vencida: 32.32 meses, es decir, que la liquidación por el lucro cesante vencido abarcó 638.12 meses. 

La operación matemática que realizó el a quo para liquidar el lucro cesante vencido fue correcta: 

S= $126 225    (1 + 0,004867)32.32  - 1
                         0,004867

S= $4 406 383

Pero, en la liquidación del lucro cesante futuro sí se incurrió en error de cálculo, como pasa a demostrarse: 

S = 126 225 (1 + i)638.12 - 1
                       i(1 + i)638.12
S= $24 764 413 y no a $27 380 754, como lo dedujo el a quo.

35.3. Por lo tanto, el valor de la indemnización por lucro cesante a la fecha de la sentencia de primera instancia, es: $4 406 383 (vencido) + $24 764 413 (futuro) = $29 170 797 (total), y no a $31 787 137, como lo dedujo el Tribunal. 

35.4. Se pasará a actualizar esa suma a la fecha de esta sentencia, de acuerdo con la variación porcentual de precios al consumidor, aplicando la siguiente fórmula: 
Vp = Vh índice final       
              índice inicial




Donde:

-Vp: es el valor final de la indemnización. 

-Vh: corresponde al capital histórico, esto es, $29 170 797
-Índice final certificado por el DANE: corresponde al de la fecha de esta sentencia.

-Índice inicial: es el certificado por el DANE para la fecha en la que se profirió la sentencia de primera instancia.

Vp = $29 170 797   111,32 (julio 2012)      

                                   73.03 (feb. 2003)



Vp= $44 465 194

36. Advierte la Sala que a folios 200 a 206 del cuaderno de pruebas 2, obran las actas de las diligencias de interrogatorio de parte y del testimonio rendido por la señora Adriana Barrera Guarín, que hacen parte de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que se tramitaba en el Tribunal Administrativo de Arauca, radicado con el número 81001232000-068. Por lo tanto, se ordena que por secretaria se proceda al desglose de esas pruebas, para se agregan al expediente que corresponden. 

En merito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
FALLA
MODIFICAR la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, el 27 de febrero de 2003, la cual quedará así: 
PRIMERO: DECLARAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional patrimonialmente responsable por las lesiones sufridas por el señor José Villane Villegas Maceas, como consecuencia de los hechos ocurridos el 17 de junio de 2000, cuando una patrulla del Ejército Nacional disparó contra el vehículo en el cual se movilizaba el actor, en la vía que conduce de Fortul a Saravena, departamento de Arauca.

SEGUNDO: Como consecuencia de la declaración anterior, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional a pagar, a los demandantes, las siguientes cantidades:

1. Por concepto de perjuicios morales: a favor de la señora Victoria Maceas Madobino, veintiocho (28) salarios mínimos legales mensuales vigentes y a favor del señor José Villane Villegas Maceas, veintiocho (28) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

2. Por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, a favor del señor José Villane Villegas Maceas, un millón ciento treinta y ocho mil novecientos cincuenta y siete pesos ($1 138 957). 

3. Por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, a favor del señor José Villane Villegas Maceas, cuarenta y cuatro millones cuatrocientos sesenta y cinco mil ciento noventa y cuatro pesos ($44 465 194).

4. Por concepto de daño a la salud, a favor del señor José Villane Villegas Macesas, veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

CUARTO: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   

QUINTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

SEXTO: DESGLÓSENSE las pruebas que obran a folios 200 a 206 del cuaderno de pruebas 2, porque no pertenecen al expediente. 

SÉPTIMO: DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de directa en el año de 2001 tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $26 390 000.


� Sentencia de 9 de febrero de 2012, exp. 500012331000199706093-01 (21.060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


 


� Sentencia de 4 de agosto de 2010, exp. 0500131030012002, M.P. Ruth Marina Díaz. 


� Sentencia de 9 de febrero de 2012, exp. 500012331000199706093-01 (21.060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� De este proceso no podrán valorarse las pruebas testimoniales, porque su traslado sólo fue solicitado por la parte demandante. 


� [22] “IV. Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a personas civiles en tiempo de guerra, 1949”.


�[23] “Protocolo II adicional a los convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, 1977”. En dicho protocolo se positivizó el carácter complementario que sus normas tienen respecto del artículo 3º común a los convenios de Ginebra de 1949, de tal forma que en el artículo 1º de aquél se estableció que “… El presente Protocolo, que desarrolla y complementa el artículo 3 común a los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplicará a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente protocolo.// 2. El presente protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados”. 


� [24] En su artículo 1º respectivo a “… principios generales y ámbito de aplicación…”, se dispone que el protocolo sólo es aplicable cuando se trate de situaciones previstas en el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra de 1949, que a su vez establece que dichos convenios se aplican “… en caso de guerra declarada o en cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes…”, previsión que demuestra el carácter internacionalista de las normas contenidas en el Protocolo I que se viene refiriendo.


� [32] “Sobre la vinculación en el derecho interno de las normas de ius cogens del derecho internacional…Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia del 21 de febrero de 2011, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 25000-23-26-000-1995-01692-01(20046), actor: Mercedes Quimbay Galvis y otros, demandado: Nación-Departamento Administrativo de Seguridad –DAS-“.


� Sentencia de 28 de mayo de 2012, exp. 23503, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� Sentencia de 10 de julio de 2003, exp. 14083, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Sentencia de 8 de marzo de 2007 exp. 15459, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Sentencia de 10 de agosto de 2005, exp. 16205, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Ibídem.


� Sentencia de 14 de septiembre de 2011, exp. 19.031, C.P. Enrique Gil Botero.








